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			ASÍ ESTÁN LAS COSAS

			Gonzalo Boye

			
				Por el autor de … Y ahí lo dejo. Crónica de un proceso.

				¿Qué ha sucedido durante 2019 y principios de 2020 y cómo afrontan su futuro legal los políticos catalanes exiliados?

			

			Gonzalo Boye es el cerebro jurídico que ha llevado el caso de los políticos catalanes que se exiliaron cuando se supo que la jueza Lamela iba a encausar e inmediatamente después encarcelar a todos los que consideraba responsables de los supuestos delitos de sedición y rebelión tras el resultado del referéndum ilegal celebrado en Catalunya el 1 de octubre de 2017.

			Durante los últimos meses, Boye ha generado nuevos escenarios, otros procedimientos siguiendo los objetivos marcados, porque el exilio no fue una escapatoria sino una estrategia política.

			Una historia apasionante que se lee como un thriller legal, salvo que todos sus protagonistas son personas reales.

			
				ACERCA DEL AUTOR

				Gonzalo Boye nació en 1965 en Viña Del Mar (Chile) y ha vivido en Alemania, Inglaterra y España. Está casado y es padre de tres hijas.

				Pasó 7 años 11 meses y 23 días en prisión, tiempo que aprovechó para realizar la carrera de Derecho y desde 2003 ejerce como abogado especializado en Derecho penal y penal internacional.

				Ha sido miembro del Independent Fact Finding Committee de la Liga de Estados Árabes y del Comité de la FIFA para el conflicto entre Palestina e Israel. Es director jurídico de la Federación Palestina de Fútbol y asesora, en materia de derecho internacional, a diversos gobiernos.

				Desde octubre de 2017 coordina la defensa internacional de los miembros del Gobierno del president Carles Puigdemont que se encuentran en el exilio. En abril de 2019 publicó ... Y ahí lo dejo. Crónica de un proceso, libro que se convirtió enseguida en un éxito editorial, siendo el libro de No Ficción más vendido el día de Sant Jordi de ese mismo año.

			

			
				ACERCA DE LA OBRA

				
					
						Un puzle no se comprende hasta que no se ve su foto o está acabado de montar; sin embargo, quienes lo hemos diseñado no necesitamos la foto para saber dónde encaja cada pieza y, por eso y llegados a este punto, resultaba necesario explicar la complejidad del escenario para dejar en claro que así están las cosas.
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			A Isabel… porque se lo debo todo

		

	
		
			PRÓLOGO

			Los abogados tenemos mucha costumbre de escribir, pero no es habitual ni fácil que lo hagamos en forma de libro y sin la pesadez del lenguaje técnico; sin embargo, cuando uno tiene la oportunidad impagable de participar de un proceso histórico, y de hacerlo desde un lugar privilegiado y con una perspectiva única, qué duda cabe que lo mínimo que se puede hacer es contarlo.

			Así lo entendí cuando publiqué mi anterior libro, Y ahí lo dejo, la crónica de un año de procés vivido a través del exilio, y que estructuré a partir de las fases que enfrentamos durante el primer año de defensa del exilio catalán; en esta ocasión me ha parecido mejor hacerlo en un formato algo más ordenado, basándome en las notas que he ido tomando en los últimos doce meses y combinándolas con mi agenda para, de esa forma, tratar de mantener la cronología de cómo los hechos y trabajos se han ido sucediendo.

			Seguir esa estructura no significa que aquí esté la verdad absoluta de lo sucedido, sino, simplemente, de aquello que yo he visto, vivido y percibido en estos doce meses, que no solo han sido intensos, sino llenos de momentos malos, regulares y buenos como la vida misma.

			Después de entregar mi anterior libro, quedé con la sensación de haber cumplido una etapa y comenzar ya una distinta en la que las cosas deberían ir por un cauce algo más tranquilo; al menos así lo deseaba en esos momentos, pero no era consciente de cuán equivocado estaba. El nuevo año sería de todo menos tranquilo y, para comenzarlo bien, había que tener claro cuáles serían los desafíos que la causa catalana nos obligaría a afrontar, de modo que teníamos que revisar todos los escenarios posibles.

			Quedaban pocas semanas para que comenzase el juicio más trascendente de la historia moderna de España, y para entonces era evidente que no estaría en él a pesar de lo mucho que lo deseaba. Varios eran los argumentos a favor de mi presencia en esa sala de vistas y de celebrar, en alguna de las defensas, un juicio que, para mí, tenía todo el sentido de cara a poder vincular el trabajo que estábamos realizando en Europa con el que se debía hacer internamente. Sin embargo, los presos como principales afectados habían decidido que yo no estaría, cosa que en esos momentos me sentó fatal, no lo entendí y pensé que era un error.

			Un juicio de estas características es el sueño de cualquier abogado, y el ego que todos llevamos dentro me hacía creer que yo tenía que estar ahí y que podía jugar un papel relevante. Por otra parte, íntimamente sabía que ahí no se podría ganar nada y que solo era un terreno en el que sembrar para posteriores cosechas; en el fondo, era un debate entre lo emocional y lo racional cuyo desenlace, afortunadamente, no estuvo en mis manos.

			Hasta ahora nunca he recibido una explicación clara de los motivos por los cuales muchos no me querían en dicho juicio, pero, siendo sincero y viéndolo fríamente, creo que tampoco existía, ni existe, razón alguna para que me diesen tal explicación. La defensa, la confianza abogado-cliente, es algo muy personal y nadie tiene que verse empujado a estructurar una relación tan delicada sin estar convencido, así que imagino que cada uno de los acusados habrá tenido, y tiene, sus razones para no contar conmigo.

			A pesar de todo, y viéndolo desde una perspectiva estrictamente estratégica, sigo pensando que fue un error, porque la mejor línea de defensa era una combinación entre lo que se podía hacer en la jurisdicción española —poco o nada excepto «sembrar»— y lo que se debía hacer en la europea, que era mucho. De esa forma hubiéramos podido generar una serie de dinámicas jurídicas que, sin duda, habrían llevado a una situación muy distinta a la actual y, además, se correspondían con una estrategia planificada al comienzo de todo, en octubre de 2017.

			Por esas razones no fueron pocos los que intentaron convencer a los presos de la necesidad de colaborar y de que yo entrase en alguna de las defensas, pero llegó un momento en que la insistencia tuvo que ser tan desagradable para ellos como lo era para mí, de tal modo que un poco antes de mes y medio para el comienzo del juicio decidí que lo mejor sería centrarnos en cómo revertir lo que iba a suceder en el mismo y sobre todo después, con una sentencia cuyo contenido estaba predeterminado. No entendía por qué los principales afectados no eran capaces de verlo, pero hoy creo saberlo.

			El resultado de ese juicio, planteado en los términos en que luego se ha visto que se desarrolló, era evidente que sería el que ahora conocemos; decirlo en la actualidad es sencillo, pero nosotros lo advertimos desde un comienzo, y así lo fuimos exponiendo para malestar de algunos, críticas de otros, preocupación de muchos y ataques de los de siempre. Era imposible ganar el juicio sin hacerlo pasar por el filtro del derecho y la interpretación judicial europea, pero quienes tenían que hacerlo ni lo entendían ni sabían cómo. Este, no me cabe duda, fue uno de los mayores errores: no dejarse ayudar.

			Para entonces estaba totalmente instalada la versión mediática que confrontaba lo que se dio en llamar una «defensa técnica» de una «política». Por más que insistí en que tal distinción no existía, es evidente que se ha asentado como algo real y, de esa forma, se ha descalificado cualquier intento de hacer una auténtica defensa técnica, lo cual, por definición, es lo más político que puede existir. El miedo a la confrontación, al choque de trenes, era ya claro y así se demostraría.

			El derecho, visto como un instrumento para cambiar la realidad, es desde luego político, lo que pasa es que para que dé esos resultados necesita ser tremendamente técnico. Por desgracia no vimos nada de eso en el juicio, y de ahí los resultados con los que ahora hay que convivir.

			Quienes dirigimos y coordinamos la defensa internacional hemos hecho un trabajo tremendamente técnico. Tal vez por eso, en muchos momentos no se ha comprendido y, en otros, ha sido atacado llevándolo a lo personal o descalificándolo bajo el apelativo de «defensa política» propia de «vendedores de humo».

			Toda defensa es política por definición, pero la única eficaz es aquella que se sustenta en una depurada técnica y utiliza todos los instrumentos que el derecho pone a disposición del acuerdo en el marco de la «defensa material», que no es otra cosa que el ejercicio efectivo y práctico del derecho de defensa.

			No existe nada más técnico que lo que nosotros hemos logrado: demostrar, en tiempo real, que la interpretación jurídica que se hace en un Estado no es conforme a las normas que debe aplicar dicho Estado por ser miembro de una comunidad determinada, en este caso las de la Unión Europea.

			¿Hay algo más técnico que demostrar que un hecho declarado como delictivo en España no lo es más allá de los Pirineos? Sinceramente creo que no, y ello por diversas razones, muchas de las cuales hay gente que aún no logra entender o que, de hacerlo, no quiere reconocerlo.

			¿Hay algo más político que demostrar, jurídicamente, que un país se está despeñando por un barranco antidemocrático y vulnerando las normas del club al que dice pertenecer? Creo que la respuesta va en la misma línea y que cada día queda más demostrado, pero lo que aún no tengo claro es si quienes tenían que asumir esa tarea estaban dispuestos a hacerlo, si creían que era necesario y si estaban preparados para asumir el costo que ello tendría y que día a día estamos pagando quienes sí lo hicimos.

			El problema de nuestro planteamiento no es otro que el enfrentarlo a la ignorancia y al temor que esta genera: a nadie le gusta adentrarse en un terreno desconocido, y para casi todos los actores de este proceso la «geografía jurídica» que les estábamos tratando de mostrar era eso: terreno inexplorado que les generaba inseguridad o directamente miedo.

			No hay colectivo más conservador que el jurídico, y lo que nosotros planteábamos, y seguimos planteando, es algo que genera temor por desconocido, pero que se asienta en algo que debería ya ser asumido como básico: el derecho de la Unión Europea es nuestro marco de referencia y debemos arrastrar al procés, así como la represión empleada para reprimirlo, hacia dicho ámbito. Ahí es donde vamos ganando, que es lo sencillo, y podemos convencer, que es lo complejo.

			Desde que comenzó nuestra defensa de los exiliados, allá por finales de octubre de 2017, siempre sostuvimos que solo se podría conseguir ganar, que, insisto es lo sencillo, mediante el uso de los instrumentos legales de los que dispone la Unión Europea. Si se conseguía eso, entonces iniciaríamos el camino para convencer, a propios y extraños, de la disonancia existente entre el derecho que se aplica en las altas instancias jurisdiccionales del Estado español y el que se aplica en el resto de la Unión.

			Lo que en su día expusimos en diversos documentos como muestra de nuestro planteamiento jurídico y estratégico es, en mi opinión, clave para entender el porqué y el cómo de todo lo realizado: «Efecto Dominó», con su correspondiente numeración, fue como llamamos a esa serie de informes que ha orientado todo el trabajo jurídico de estos años.

			Si por parte de los presos se hubiese tenido un mayor y mejor conocimiento de esta estrategia internacional, habría sido más sencillo que se entendiesen las razones de nuestra insistencia respecto a la conveniencia de una defensa técnica, estratégica y coordinada capaz de generar un escenario que desembocase en unas realidades jurídicas y políticas nuevas. Pero, por razones obvias, hasta ahora no era conveniente que esos documentos fuesen conocidos, y mucho menos que circulasen por un ámbito plenamente controlado por el Estado como es el de las prisiones.

			¿En qué consisten esos documentos? Básicamente en un análisis del caso y la búsqueda de una solución técnicamente posible. Dicho así parece fácil, pero, en realidad, es bastante más complejo, pues incluye no solo un somero estudio del problema concreto, sino su encuadre en una realidad más amplia, la que afecta al sistema judicial y político español; y requiere unos conocimientos técnico-jurídicos acumulados durante muchos años en los que siempre hemos tenido la vista puesta en Europa como vía de consolidación del inconcluso proceso de democratización que afecta a España.

			El primero de estos documentos lo elaboramos el 29 de octubre de 2017, cuando la Fiscalía aún no había presentado querella alguna, pero ya era inminente que lo hiciese. «Más dura será la caída», nombre del archivo en que se dio a conocer la querella de la Fiscalía, no había sido presentado, pero era cuestión de días u horas que se hiciese público y nuestros futuros defendidos ya se encontraban fuera del Estado.

			«Efecto Dominó 1», del 29 de octubre de 2017, planteaba que:

			
				En las actuales circunstancias entendemos que lo que sucederá es que se judicializará la causa mediante la presentación de una querella que se presentará mañana lunes. El objetivo de la misma no será otro que zanjar la discusión sobre el alcance y aplicabilidad del tipo penal de sedición, consiguiendo que sea el propio Tribunal Supremo el que dicte el auto de admisión a trámite de la querella y deje sentadas las bases, para cualquier otro órgano jurisdiccional del Estado, sobre cómo debe aplicarse el tipo penal a partir de ese momento. Obviamente, todo ello sin perjuicio de luego establecer o abordar el tema de la competencia.

				Dicho en otros términos: se dejará claro que los hechos son incardinables en un delito de sedición y se adoptarán las primeras diligencias para asegurar las pruebas y detener a los posibles responsables, para, luego, pasar al tema de la competencia; todo ello en virtud de lo establecido en la propia Ley de Enjuiciamiento Criminal – primeras diligencias/competencias.

				Las actuaciones iniciales irán encaminadas bien a ordenar la detención inmediata, bien a una citación urgente de los investigados y, una vez tomada la primera declaración, decretar la prisión provisional.

				Si no son encontradas las personas contra las cuales se dicten las órdenes de detención o, en el segundo de los casos, no compareciesen, se dictarán las correspondientes órdenes de búsqueda, detención y puesta a disposición, lo cual puede incluir la de ingreso en prisión, que sería el objetivo último.

				Una orden de estas características se notificaría, de manera inmediata, al Sistema Schengen-Euroorden, no así a Interpol, a excepción de que cuenten con información relevante de que el/la/los buscados se encuentren fuera de Europa.

				Dictada una Orden Europea de Detención y Entrega (OEDE) la misma se aplicará de diversa forma dependiendo del país en que sea encontrada la persona reclamada; hay que tener presente que el sistema español de OEDE es uno de los más «administrativizados» de Europa —junto con el de Italia—, lo que implica que la propia Ley de Euroorden se priva expresamente de la posibilidad de recursos, castrando, de esta manera, cualquier despliegue material en el ámbito de la defensa.

				Por contra, existen países como Alemania, Holanda, Irlanda, Reino Unido o Bélgica donde el sistema es mucho más garantista y abre unas vías claras de defensa que permiten analizar el tipo penal, los elementos indiciarios de su comisión, los elementos indiciarios de participación del investigado e, incluso, una serie de limitantes y/o exigencias en materia de garantías en caso de entrega.

				Por razones políticas, que van en directa relación con casos recientemente resueltos, descartaría contar con un exceso de garantías en el caso de Alemania, a pesar de ser uno de los países más garantistas en materia de Euroorden.

				[…]

				Ahondando en el análisis de lo que es una Orden Europea de Detención y Entrega, cabe indicar que existe una serie de delitos donde el margen de discrecionalidad de los Estados partes se ve reducido fuertemente, así como otros no incluidos en dicha lista en los que los Estados partes tienen toda la discrecionalidad que deseen para no aplicar las reglas propias de la OEDE contenidas en la Decisión Marco.

				Los delitos de los que podríamos estar hablando en el presente caso NO SE ENCUENTRAN INCLUIDOS en dicha lista; se trata de delitos discrecionales en su aplicación, lo que conlleva, directamente, a algo semejante a un procedimiento normal de extradición.

				[…]

				Dicho en otros términos, solo para los delitos expuestos en la Decisión Marco (y ut supra transcritos), no es necesaria la aplicación del principio de doble incriminación y se estrecha el margen de discrecionalidad, PERO DELITOS COMO LOS COMPRENDIDOS EN LA POSIBLE QUERELLA SÍ REQUIEREN UNA DOBLE INCRIMINACIÓN Y EXISTE UN MARGEN DE DISCRECIONALIDAD IMPORTANTE. Esto obliga, por definición, a entrar en el marco del análisis de las pruebas sobre la existencia del delito, indicios de participación, grados de participación, etc. lo que, como ya hemos dicho, nos sitúa en el plano de un procedimiento de extradición propiamente dicho que, en el escenario actual, implicaría un serio inconveniente para la ejecución de una solicitud de estas características.

				No podemos asesorar a nadie a infringir la Ley o a impedir su detención —y no lo hacemos en el presente texto—, sino, simplemente, analizamos desde una perspectiva técnico-jurídica las mejores opciones para que un(a) posible reclamado/a pueda desplegar una auténtica estrategia de defensa que, además, debería ponerse en marcha desde el mismo momento en que sea dictada la orden de detención.

				Dicho en otros términos, las preguntas pertinentes son: ¿Dónde se puede uno defender mejor de una OEDE? ¿En qué momento habría que comenzar a defenderse? ¿Cuáles serían los pasos a seguir para evitar, en todo momento, una posible detención y/o ingreso en prisión?

				Ante estas preguntas las respuestas que podemos dar son:

				
						
						¿Dónde se puede uno defender mejor de una OEDE?

						Bélgica, Holanda o Reino Unido; cabe destacar que llegar a los dos primeros países es más sencillo.

					

						
						¿En qué momento habría que comenzar a defenderse?

						Desde el mismo momento en que se tenga conocimiento de la existencia de la OEDE.

					

						
						¿Cuáles serían los pasos a seguir para evitar, en todo momento, una posible detención y/o ingreso en prisión?

						Tanto en uno como en otro país prima el favor libertatis, lo que implica que es la Fiscalía la que tiene que acreditar la intención de huida, el riesgo de destrucción de pruebas, etc. Y, sobre todo, prima la buena fe.

					

				

				Dicho lo anterior, si tuviese que defender un caso así lo que haría sería:

				
						
						Una vez conocida la existencia de una OEDE, proceder a poner a mi defendido/a a disposición judicial de forma inmediata y voluntaria, con lo que evitaría la detención y frustraría cualquier posibilidad de ingreso en prisión provisional.

					

						
						Mediante esa puesta a disposición voluntaria estaría sentando las bases para una defensa de marcado carácter técnico-político a partir de una persecución en contra de mi defendido, no por unos hechos sino por una actuación de índole política y en el marco de sus funciones políticas.

					

						
						Con una puesta a disposición voluntaria enviaría un mensaje muy claro: no huyo de la Justicia sino de la Justicia española, que no me ofrece ningún tipo de garantías. En este tipo de procedimientos el «relato» suele ser parte de la defensa y, en muchas ocasiones, la más importante.

					

				

				Una defensa de estas características la podríamos articular con equipos de confianza tanto en Reino Unido como en Bélgica o en Holanda. Nos referimos a profesionales de primer nivel con los que compartimos otras defensas de alto perfil, elevada sensibilidad política y riesgos.

			

			Ahí ya se planteaba un camino, si bien, y por razones obvias, inicialmente no lo desarrollamos de manera detallada. No lo hicimos porque ni conocíamos a nuestros potenciales defendidos ni sabíamos cuál sería el recorrido que tendría ese documento hasta que llegase a sus manos y, sobre todo, porque cuando nos fue solicitado se nos dio muy poco tiempo para elaborarlo, escasas horas, y unas indicaciones claras: «Recuerda que es para políticos, así que hazlo sencillo», me dijo Jaume Asens.

			Unos días después, y cuando se había definido la jurisdicción en la que se actuaría, organizado el equipo de defensa y hecho pública la decisión de defenderse desde Bélgica, enviamos un segundo documento fechado el 1 de noviembre de 2017, un día antes de las primeras comparecencias ante la Audiencia Nacional y del ingreso en prisión de varios de los hoy condenados. La fecha es relevante a efectos de previsibilidad y de determinar cómo visionábamos la situación entonces.

			En este segundo documento, «Efecto Dominó 2», desplegamos elementos de estrategia jurídica más detallados que son, en definitiva, los que nos han llevado hasta el punto actual. Ahí decíamos:

			
				Llegados a este punto sería bueno intentar tener una visión más global de la situación, así como de lo que debería ser una defensa estratégica del problema, que sirva no solo para unos pocos sino para el conjunto de los afectados; trataré de explicarme y partiré de lo particular hacia lo general.

				En primer lugar, desde una perspectiva particular (la que afecta a quienes se encuentren en Bruselas y/o vayan a salir fuera y no comparezcan ante la Audiencia) ha de tenerse presente lo ya dicho anteriormente: en los demás países europeos, de tradición democrática, la prisión provisional, incluso en casos de reclamaciones extradicionales u OEDE, sigue siendo una medida excepcional o excepcionalísima y, por tanto, eludible si se cumple con ciertos requisitos, entre los que destaca la buena fe del reclamado.

				La primera decisión que ha de adoptarse es cuándo y ante quién presentarse en caso de reclamación y, como ya se ha dicho, la mejor vía es ante la autoridad judicial; ello impedirá la detención, que, por definición, es una situación desagradable y, en este caso, se transformará en la foto que busca Madrid. Por tanto, presentarse o no ante un juez en lugar de ante la policía sí es una decisión que ha de tomarse valorando tanto lo jurídico como lo político y, sobre todo, lo estratégico.

				Pensamos que lo mejor es ante la autoridad judicial: de poder a poder (del político al judicial) en señal de respeto a la separación de poderes y a la judicatura belga, bajo cuya protección se van a poner; sin perjuicio de ello, todo abogado belga conoce quiénes son las autoridades centrales de ejecución, por lo que se puede elegir el momento, el lugar y ante quién presentarse. Con un gesto así se impide la detención por parte de la policía belga, que no sería traumática pero sí una mala foto.

				Una puesta a disposición de estas características debería hacerse tan pronto como haya constancia de la existencia de la OEDE y, para ello, no es necesario estar «notificado» porque no existirá tal notificación. Basta con el «me he enterado por la prensa» y aportar algunos artículos de prensa española sobre el asunto una vez que se curse la orden; esto, en mi opinión, sucederá este jueves o viernes a más tardar. A partir de estar cursada comienza a correr el reloj para hacer las cosas dentro de un marco estratégico.

				En esa comparecencia debe aportarse un dosier de prensa importante, tanto española como extranjera, para, formalmente y dejando constancia en acta, instruir al juez sobre:

				
						La realidad del conflicto catalán.

						La realidad del caso.

						El carácter de la persecución.

						La manipulación del sistema de justicia español.

						La manipulación de los tipos penales por los que se los reclama.

						La manipulación de la competencia a favor del órgano reclamante.

						Antecedentes de ilegalidades cometidas por el órgano reclamante con resoluciones condenatorias por parte del TEDH.

						Antecedentes documentados de los riesgos que se corren en caso de entrega (lo sucedido el 1-O, violencia general e institucionalizada o la situación de los Jordis, por ejemplo).

						Opiniones dadas por las autoridades políticas reclamantes sobre el caso y lo que se pretende con esta persecución, entre ellas las críticas al abogado Beckaert por haber defendido a presuntos etarras. Esto demuestra que no hay garantías ni para la defensa (hay que tener presente que ni se puede ni se debe asumir que el juez belga conozca los hechos y que «lo que no está en las actas no está en el mundo», un aforismo que también se aplica en el derecho belga).

				

				A partir de ese momento también hay que estructurar la parte jurídica de la defensa que, a nuestro entender, requiere del concurso y cooperación de algunos catedráticos de derecho, especialmente belgas, para aportar la opinión de la «cátedra» sobre la parte jurídica —sus diversos aspectos— en relación tanto al derecho belga como al español y, sobre todo, a la protección judicial que debe dar Bélgica a un reclamado en un caso como este.

				Conseguir evitar la entrega es un paso relevante para algo mucho más importante: el efecto dominó o estratégico de esta defensa en relación con el resto del o de los procesos penales existentes en España.

				Si se consigue evitar la entrega, y no me cabe duda de que se hará, esa resolución tiene que ser incorporada a los procesos que se siguen en España para, sobre esa base, plantear la necesidad de elevar una «cuestión prejudicial» al Tribunal Europeo de Justicia (TJUE) por la vía de urgencia prevista en el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea (TFUE) y allí cuestionar todo el proceso o los procesos que se están siguiendo en España.

				Hay que tener presente que ese Tribunal está para, entre otras cosas, armonizar la interpretación que del derecho comunitario se realiza en los distintos Estados miembros y, por tanto, es o sería aberrante que en dos países de la UE se establezcan distintos criterios de aplicación de determinadas normas y reconocimiento de ciertos derechos. Ello vulneraría, entre otras cosas, el derecho a la libre circulación de los ciudadanos: existen ya bastantes antecedentes jurisprudenciales al respecto que vienen a decir que el hecho de que una persona haga uso de su derecho a la libre circulación no puede afectar negativamente a sus derechos fundamentales.

				Lo que estábamos diciendo es que se usara el procedimiento de reclamación a Bélgica para obtener una resolución comprensiva de lo que está sucediendo judicialmente aquí y, entonces, trasladar esa resolución a los procesos en España con el fin de elevar todo al TJUE. Se trataba de organizar un litigio estratégico para desmontar el andamiaje judicial y legal armado en España para perseguir a quienes han ejercitado su derecho a discrepar.

				La «cuestión prejudicial» es optativa para los tribunales —no para quien resuelva en última instancia, que en este caso sería el tribunal de enjuiciamiento—, pero ha de tenerse presente que negarse a algo así, en fase de instrucción, también es una victoria para cuestionar la independencia judicial española y el respeto a los derechos fundamentales por parte de los jueces de instrucción. En todo caso, en última instancia se puede volver a insistir en el juicio oral y estarían obligados a plantearla.

				No debe perderse de vista que estamos ante un proceso largo y complicado, pero si no hay una estrategia de internacionalización del mismo difícilmente existirán posibilidades de ganarlo. En España el resultado ya se conoce, lo que hay que hacer es revertirlo sacando el «pleito» fuera de los tribunales españoles. La vía sería la siguiente:

				
						Conseguir una buena resolución en la reclamación judicial en Bélgica.

						Trasladar esa resolución a los pleitos en España y

						Elevar el resto de los pleitos españoles al TJUE.

				

				Cada cosa tiene su momento, su ritmo y su relevancia, pero sin una clara estrategia jurídica es muy difícil conseguir unos resultados que vayan más allá de la defensa individual o de individuos. Además, una defensa estratégica como la planteada también tiene unos réditos políticos que no somos los más adecuados para valorar pero aparecen como evidentes: no se defiende a unos pocos políticos sino al conjunto del procés, cosa que se entenderá muy bien y que, de pasada, descolocará al Estado desde el punto y momento en que ellos solo han previsto jugar de locales, si se nos permite el símil futbolístico.

				Dicho lo anterior, ha de tenerse presente que una estrategia de estas características tiene algunos efectos inmediatos no deseados o no comprendidos. Por una parte se tratará de responsabilizar a los «expatriados» de la situación procesal y personal de los que sí se presenten ante los jueces españoles, pero a medio y largo plazo se irá comprendiendo mejor que la lucha legal en Bélgica es para beneficiar a todos y, especialmente, internacionalizar el conflicto; de este modo, las autoridades estatales españolas irán comprobando que ya no están jugando de locales y que hay nuevos espectadores en el estadio para observar todo lo que van haciendo. Esto, de una u otra forma, afectará positivamente a quienes estén vinculados en España a los procesos aquí existentes.

				Es decir, primero se criticará y luego se comprenderá lo que se está haciendo y sus efectos; los «expatriados» no han huido sino que han trasladado el campo de batalla a uno más favorable ante una correlación de fuerzas negativa a sus intereses.

				Obviamente, explicar todo esto en un documento no es sencillo y sería mejor hacerlo de forma personal si así se considera.

			

			En estos documentos se estableció la estrategia. Luego hemos ido desplegando diversas tácticas en función de los acontecimientos, pero, en líneas generales, todo lo que se ha hecho está ahí y en los trece documentos posteriores, que no son más que la actualización o puesta al día de la estrategia aquí expuesta y la explicación de tácticas que hemos ido utilizando en los diversos momentos. Todo esto se dijo antes de que sucediese y, seguramente, ese sea su mayor valor.

			Algunos, por diversas razones o simplemente porque les encandila el sol, siempre han creído que estábamos improvisando o que nos dedicábamos a vender «relatos» o «humo». Seguramente son incapaces de comprender nuestra estrategia o, peor aún, no les interesa entenderla ni asumir cuán errados fueron sus análisis y sus decisiones.

			En cualquier caso, y visto en retrospectiva, si estos documentos los hubiesen conocido los presos, seguramente su posicionamiento respecto a mucho de lo que se ha hecho hasta ahora habría sido distinto y, también, habrían desaparecido muchas de las reticencias que impidieron que estuviésemos en el juicio del procés… o tal vez no. Lo que sí queda claro es que, por nuestra parte, nada ha sido improvisado y que todo se ha ido implementando conforme a los acontecimientos que, insisto, eran previsibles.

			El error de no divulgar estos documentos, o no compartirlos con los presos, es solo responsabilidad mía, porque creía, y en parte sigo creyéndolo, que eran documentos estratégicos que no podían circular sin un debido control. Fueron hechos pensando en su utilización desde el exilio pero para generar un efecto que Toni Comín denominó «el rescate». Posiblemente, mi error consistió en no contar a los destinatarios de ese «rescate» cómo queríamos hacerlo, cuánto podríamos tardar y qué debían hacer ellos para que funcionase.

			En cualquier caso, de poco sirve llorar sobre la leche derramada y lo importante es construir sobre los escenarios que se van sucediendo. Por ello, ya a comienzos de 2019 teníamos muy claro que era necesario prepararnos para lo que vendría, en este caso un juicio desastroso y una sentencia condenatoria con su consiguiente OEDE, la tercera. Esta, sin duda, sería la madre de todas las batallas, pues a partir de ella tendríamos que volcar todo el derecho de la Unión, que permitirá desmontar lo construido a partir del juicio, sus incidencias y la sentencia.

			Tan conscientes éramos de esto que los primeros meses de 2019 los dedicamos a reuniones con nuestros defendidos y con los distintos equipos jurídicos; no solo teníamos que trabajar de cara a las próximas OEDE, sino a un desarrollo más amplio que, entre otras cosas, incluía la candidatura europea desde la perspectiva técnico-jurídica, que no era poco.

			Mientras en los mentideros de Madrid —y en algún determinado medio donde escriben desde el corazón o la bandera y no desde la honestidad profesional que se espera de todo periodista— se comenzaba a instalar la idea de que una vez hubiese sentencia todo sería más sencillo y que la entrega del president y de los consellers exiliados se materializaría sin dificultad, por nuestra parte, el convencimiento, en este caso fría y jurídicamente sostenido, era justo el contrario.

			Éramos conscientes de que una sentencia fijaría una realidad jurídica, denominada «verdad jurídica», a través de los «hechos probados», pero, sin duda, esa sentencia sería nuestra mejor aliada a la hora de defender la reclamación extradicional, cosa que se irá viendo poco a poco.

			La confrontación a nivel de «relato» sería la tónica una vez más, si bien la gran diferencia es que eso nos importaba pero éramos conscientes de que teníamos muy poca capacidad y medios para influir allí donde estos se elaboran. Además, ¿qué más da lo que se crea si al final lo realmente importante es lo que sucede? El «relato» es, por definición, efímero, mientras que la realidad trasciende en el tiempo.

			Estos años de procés me han enseñado algo: estamos inmersos en una batalla desigual en la que se usarán todos los medios posibles para intentar ganarnos y, de pasada, destruirnos y que solo haciendo las cosas bien podremos evitarlo. Al final, la historia no se escribe con relatos, sino con hechos, y no la escriben los perdedores: por eso, nosotros salimos dispuestos a ganar.

		

	
		
			
				1
				Enero
			

			No sería un año sencillo, lo sabíamos antes de que comenzara, y por ello, en paralelo a la cuestión de las OEDE, antes de terminar 2018 comenzamos a trabajar en la estrategia jurídica de cara al gran tema de 2019 y, seguramente, también de 2020: las elecciones europeas. Estas serían parte esencial de una doble estrategia: la jurídica, que habíamos diseñado nosotros, y la política, elaborada por el president Puigdemont y los consellers en el exilio.

			Analicé esta estrategia más como una posibilidad jurídica que como una cuestión política, a la espera de ver si sería o no aceptada por nuestros defendidos, que eran los que tendrían que implementarla. Lo jurídico estaba claro y era viable, pero no sería un camino de rosas.

			Partíamos de una idea concreta: la estrategia no sería sencilla de aceptar ni de comprender, puesto que no tenía precedentes; por tanto, debía estudiarse y abordarse a partir de distintos elementos que era necesario poner en orden. El derecho aplicable nos parecía claro, o nos lo iba pareciendo poco a poco; lo complejo era saber cómo se aplicaría y cuántas zancadillas nos pondrían en el camino. Fuimos trabajando sobre esta premisa.

			Aclarar todos los flecos de la estrategia conllevó muchas conversaciones y, sobre todo, muchos viajes, pues eran temas muy complejos que no se podían explicar por mensajes ni era conveniente desarrollarlos en ningún documento con recorrido digital, a fin de mantener la discreción sobre cómo se estructuraría todo y cuál era su sustento legal.

			Para ese entonces Josep Costa y yo ya habíamos desarrollado una dinámica de trabajo que nos permitía entendernos sin grandes dificultades y en la cual la confianza iba creciendo por momentos; especialmente aquella que deriva del respeto intelectual que, creo, ambos nos tenemos, así como de la responsabilidad y el compromiso con lo que estamos defendiendo.

			Costa y yo nos conocimos en Waterloo en enero de 2018, en un encuentro breve en el cual dijo poco —una característica suya que cada día aprecio más— pero escuchó con mucha atención. Luego, de camino a la estación de trenes, me hizo solo dos preguntas que, en el fondo, resumían toda la reunión que acabábamos de tener. Su capacidad de síntesis es, también, uno de sus mejores activos como jurista.

			Nuestra relación se fue consolidando a partir de la detención del president Puigdemont en Alemania, donde tuvimos ocasión de comenzar a trabajar juntos, de conocernos mejor y, de pasada, ir construyendo la que considero una buena amistad.

			Fuimos complementando nuestras ideas poco a poco y le fuimos dando cuerpo a algo que nos ha quitado muchas horas de sueño y, sobre todo, nos ha generado muchas críticas, especialmente de quienes no son capaces de comprender el puzle que estamos construyendo, por un lado, y, por otro, de quienes no quieren aceptar que esta es una batalla por los derechos y libertades de muchos, no solo de nuestros defendidos.

			Llegados a cierto punto, la parte jurídica la tuvimos absolutamente clara: a partir de ahí, lo que teníamos que hacer era, por un lado, convencer a nuestros defendidos de llevarla a cabo y, por otro, ver cómo poner en práctica algo tan complejo, que recibiría tantos ataques y que nunca se había intentado. Lo interesante, y que más rescato, es que estábamos convencidos de poder hacerlo, por lo que era difícil encontrar peros para los que no tuviésemos ya una adecuada respuesta… Analizamos el tema desde diversas perspectivas, y unos días hacía yo de abogado del diablo y otras ese papel lo asumía Costa. Lo importante es que siempre lo hicimos con respeto y rigor intelectual, lo que nos permitía ir avanzando y construyendo el esquema jurídico que poner en marcha si nuestros defendidos nos daban luz verde.

			Las conversaciones se sucedían y, sobre todo, la mutua entrega de informes, documentos, sentencias, párrafos de sentencias, ensayos y cuanta información íbamos recabando sobre el tema. A mí me gusta diseñar estrategias y litigar, me gusta el derecho penal, el penal internacional y los derechos humanos, pero poco a poco iba descubriendo un campo que me era entonces desconocido, y que tenía innegables posibilidades de cara a lo que estábamos planteando: el derecho contencioso-administrativo, nuestro primer campo de batalla en el caso de que tomasen la decisión de postularse a las elecciones al Parlamento Europeo.

			Ya entonces sabíamos que una parte esencial de la batalla la daríamos en el ámbito de la Sala Tercera del Tribunal Supremo, la encargada de los temas contencioso-administrativos, porque los primeros recursos serían en materia de derecho electoral y en contra de lo que decidiese la Junta Electoral Central (JEC), hasta ese momento una gran desconocida para muchos ciudadanos catalanes y españoles pero que a lo largo de este año ocuparía un papel destacado como defensora de las esencias del más rancio nacionalismo español.

			En la medida en que íbamos construyendo el andamiaje lo compartíamos con el president Puigdemont y con Toni Comín. Imagino (porque nunca se lo he preguntado a ninguno de ellos) que al comienzo entendían poco o nada de lo que estábamos hablando, pues no lográbamos bajar el análisis a un lenguaje no jurídico; eso era, creo, porque estábamos en esa etapa en la que uno sabe que algo funcionará y sabe por qué pero aún no es capaz de explicarlo de manera coherente. La ventaja es que en todo este tiempo creo que nos hemos ganado la confianza de nuestros defendidos y eso hace que, aun cuando no nos expliquemos del todo, ellos sean capaces de saber que estamos hablando de algo que tenemos claro y les es beneficioso personalmente y, sobre todo, para el proyecto que defienden.

			En una defensa como esta, muchos, por muy buenos técnicos que sean, son incapaces de entender que no se está defendiendo a individuos, sino que, a través de ellos, se apoyan sus proyectos; por tanto, la defensa no se puede centrar en lo personal, sino en lo conceptual, y de esa forma dar respuesta a lo que realmente les preocupa: su proyecto, en este caso, la idea del país que quieren construir. Nunca, en estos más de dos años, ninguno de los exiliados nos ha planteado algún tipo de necesidad jurídica personal, siempre les ha preocupado lo colectivo y el proyecto que defienden; sin duda, eso marca mucho la defensa que ha de hacérseles.

			No logro comprender cómo se puede defender a un político y, al mismo tiempo, criticar abiertamente el proyecto que lo ha llevado hasta la situación de necesitar un abogado. Los abogados debemos, y podemos, defender a cualquier persona y cualquier situación, en eso consiste el derecho de defensa, pero lo que no entiendo es defenderlo y atacarlo al mismo tiempo, como si eso fuese posible y no constituyese, incluso, un delito de deslealtad profesional.

			Defender a una persona, incluso defender lo que defiende, no implica asumirlo como propio, ni justificarlo, sino dar lo mejor que uno sabe para alcanzar las metas que se haya propuesto el defendido. Así de simple, y así de delicado, es el derecho de defensa.

			Desde principios del año 2019 todo giraba en torno al juicio, que comenzó en febrero, pero, como nosotros insistíamos en que el resultado del mismo estaba claro, por coherencia nos dedicamos a las siguientes etapas. La primera de estas, por orden, era la de las elecciones europeas. En esta cuestión solo me correspondía dejar consolidado el tema legal, lo político escapaba y escapa a mis competencias.

			El año comenzó casi igual que terminó el anterior, y así el jueves 10 de enero ya estaba viajando a primera hora a Barcelona para una serie de reuniones en las que queríamos ordenar datos y pruebas de diversos tipos para preparar la defensa una vez que se cursasen las euroórdenes. Básicamente acumulamos pruebas relacionadas con la vulneración de derechos fundamentales: presunción de inocencia, derecho al juez imparcial, principio de legalidad, etc. Es decir, se trataba de ir completando el esquema ya diseñado en «Efecto Dominó» a finales de 2017 para, llegado el momento, exponerlo como causas impeditivas de la entrega.

			Salí en el primer vuelo de la mañana y estuve asistiendo a reuniones todo el día. Sobre las 20.30 acudí a una cena a la que había sido invitado por un grupo de personas que se reúnen, cada tanto, con gente a la que quieren conocer y con los que hablan de temas de actualidad. Estas personas, por sus respectivas posiciones y trabajos, consideran importante estar bien informadas. Fue una cena agradable que terminó muy tarde y a la mañana siguiente tomé el vuelo de las 6 a Madrid porque tenía varias reuniones previstas.

			El lunes 14 salí rumbo a Malta para asistir a un juicio al día siguiente; como las conexiones no son buenas volé un día antes para preparar la vista. Muchos se preguntan qué hace un abogado de España en un proceso en Malta, y la respuesta es muy sencilla: hace ya años que tenemos una suerte de jurisdicción única, dividida en tantas pequeñas como países hay en la Unión Europea, según la cual todo litigio puede terminar siendo un pleito europeo. Es más: aun cuando muchos no lo entienden, todo proceso ha de ser europeo.

			El martes 15, terminada la vista me llevaron al aeropuerto para regresar a Madrid, pero por problemas climáticos los vuelos iban con varias horas de retraso y el mío ni siquiera pudo llegar, con lo que tuve que hacer noche allí y regresé el miércoles 16. Este tipo de imprevistos generan muchas dificultades, pero, sobre todo, obligan a ir modificando agenda y a improvisar.

			El jueves 17, a primera hora de la mañana, salí rumbo a Bruselas, donde teníamos prevista una reunión con los abogados belgas y luego con el president Puigdemont, Toni Comín, Lluís Puig y Meritxell Serret para ponerlos al día de lo que habíamos acordado entre los abogados, de cómo veíamos la situación de cara al juicio y, sobre todo, de lo que vendría después: las nuevas euroórdenes.

			Con los abogados belgas teníamos que analizar varias situaciones, pero nunca comenzamos sin antes realizar una puesta al día de la situación en España, en Catalunya y los escenarios que se preveían, así buscamos conjuntamente las mejores soluciones. Las próximas euroórdenes no se creían inminentes, pero eso no era óbice para no analizarlas y, sobre todo, ver qué documentación nos faltaba, qué tipo de informes necesitaríamos y qué material estaba o no ya traducido.

			El viaje se me complicó porque la noche del jueves perdí mi cartera con toda mi documentación, tarjetas de crédito, dinero, etc. Había quedado con Lluís Puig y con Josep Arenas, Valtònyc, para tomarnos una cerveza y cenar algo, y se me debió de caer al bajarme del taxi. Lluís me dejó algo de dinero y decidí irme donde Christophe Marchand para que me acompañase a presentar la correspondiente denuncia.

			Rápidamente solucionamos el tema de la denuncia y Christophe me prestó, por si la necesitaba, una tarjeta de crédito. Al final no tuve problemas para embarcar en el avión de regreso, pero la pérdida de toda mi documentación me complicó bastante la agenda de los siguientes días porque, aún a fecha actual, sigo siendo extranjero y toda mi documentación no es española, sino alemana e inglesa, y su renovación pasa por una serie de trámites que no suelen ser nada ágiles.

			Mientras todo esto sucedía tenía otras causas que resolver y una vista ante el Tribunal de Arbitraje Deportivo en Suiza que, en cierta medida, tenía mucho de estratégico pero que, igualmente, implicaba un cambio de registro. El TAD está en Lausana, ocupa toda una casona de finales del siglo XIX y es un sitio que invita al debate jurídico y en el cual la cortesía, las buenas formas y el respeto por las distintas partes hacen que no parezca que se puedan estar librando batallas jurídicas relevantes.

			El domingo 20 partí a Ginebra para asistir a una vista que estaba señalada para el lunes 21. Al finalizar la misma regresé, nuevamente vía Ginebra, a Madrid, donde aterricé muy tarde por la noche. El cambio de registro entre un derecho y otro no es un gran problema para mí; de hecho, lo considero un activo porque permite tener una visión más amplia de por dónde pueden estar las soluciones a los distintos problemas que nos plantean los diversos defendidos.
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